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INEFICACIA DE MULTA POR 
DEMORA EXCESIVA DE LA 
ADMINISTRACIÓN EN RESOLVER
EL PROCEDIMIENTO
SANCIONATORIO

ALEJANDRO PARODI TABAK

RESUMEN: Tradicionalmente se ha sostenido que los plazos para la Adminis-
tración no son fatales, por lo que esta podría ejercer válidamente sus potestades 
aun después de transcurridos los términos previstos en la ley. En tales casos, el 
particular solo podría perseguir la responsabilidad disciplinaria del funcionario, 
mas no podría pretender la nulidad o inefi cacia del acto tardíamente dictado. El 
autor critica y cuestiona este principio y se propone buscar argumentos legales 
y constitucionales para desvirtuarlo. Analiza en primer término las disposiciones 
de la Ley N° 19.880 referidas al silencio administrativo, concluyendo que ellas 
no aportan una solución al problema. Sí encuentra luz en el fallo de la Corte 
Suprema de fecha 28 de diciembre de 2008, en que se dejó sin efecto una multa 
de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, justamente en razón de 
la inexcusable demora en que la autoridad había incurrido durante el respectivo 
procedimiento sancionatorio. Junto con destacar la importancia del fallo, el 
autor se detiene en el análisis de sus fundamentos. Finaliza el autor explorando 
otras vías argumentales que habrían servido para solucionar el asunto en igual 
sentido.

SUMARIO: 1. La situación de hecho, el reclamo judicial y los principales argu-
mentos de las partes. 2. El fallo de primera instancia. 3. Breves alcances acerca del 
fallo de primera instancia. 4. Algunas consideraciones acerca de los efectos de la 
demora de la Administración en el Derecho Administrativo chileno. 5. El “silen-
cio administrativo”. 6. Insufi ciencia e inaplicabilidad de las normas que regulan 
el “silencio administrativo” en materia de procedimientos sancionatorios. 7. La 
solución de la Corte Suprema. 7.1. Principios que resultan vulnerados por el re-
tardo de la Administración: a) El principio del debido proceso; b) Los principios 
de efi cacia y efi ciencia administrativa; c) Los principios de celeridad, conclusivo y 
de inexcusabilidad. 7.2. ¿Cuál es el efecto o consecuencia jurídica aparejada a la 
vulneración de tales principios? 7.3. El “decaimiento del procedimiento adminis-
trativo”. 7.4. Innovación doblemente destacable. 8. Otras vías disponibles. 9. A 
modo de cierre.



Sentencias Destacadas 2009238

Cuando faltaban apenas tres días para que fi nalizara el año 2009, la 
Tercera Sala de la Corte Suprema nos sorprendió con un fallo1 que 
desmitifi ca una muy repetida regla de Derecho Administrativo, que 
a nuestro juicio, cuando ha sido aplicada sin más, ha resultado tre-
mendamente dañina para nuestro Estado de Derecho.

Nos referimos a ese especie de “dogma” según el cual los plazos no 
serían fatales para la Administración, por lo que esta podría ejercer 
válidamente sus potestades, siempre y sin excepción, aun después 
de transcurridos los plazos legales. Así, el particular afectado por 
un acto administrativo dictado tardíamente, a lo sumo podría per-
seguir las responsabilidades disciplinarias del funcionario infractor, 
pero jamás podría pretender la nulidad o inefi cacia del acto respec-
tivo, fundado en el retardo de la Administración.

Veremos que en opinión de nuestro máximo tribunal, los plazos 
previstos en la ley no son meros “consejos” para la Administración. 
Por el contrario, existen una serie de principios con expresa con-
sagración legal, como el de efi ciencia, efi cacia, inexcusabilidad y 
celeridad, entre otros, que resultan gravemente vulnerados cuando 
la Administración incurre en un atraso inexcusable.

Además, advirtió la Corte Suprema, que cuando se produce una in-
fracción manifi esta e inexcusable a tales plazos, puede llegar a com-
prometerse el logro de la fi nalidad propia de la potestad y afectarse 
el derecho al “debido proceso”, y que cuando todo esto ocurre, el 
acto que tardíamente se dicta no puede ser considerado efi caz.

Comenzaremos nuestro comentario con una breve reseña acerca de 
la causa sometida a la decisión del máximo tribunal.

1. LA SITUACIÓN DE HECHO, EL RECLAMO JUDICIAL Y 
LOS PRINCIPALES ARGUMENTOS DE LAS PARTES

Mediante Ofi cio Ordinario N° 648, de fecha 7 de de octubre de 
2004, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles formuló

1 El fallo materia de este comentario fue dictado por la Tercera Sala de la Corte Supre-
ma, con fecha 28 de diciembre de 2009, en los autos Rol N° 8682-2009. Fue pronun-
ciado y suscrito por los ministros señores Oyarzún, Carreño, Pierry (redactor), por la 
ministra señora Araneda, y por el abogado integrante señor Mauriz.
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cargos a una conocida empresa distribuidora de gasolina para 
vehículos.

En esa ocasión, la autoridad imputó al ente fi scalizado el haber 
infringido, presuntamente, una serie de disposiciones reglamenta-
rias –que no es del caso precisar aquí–, contenidas tanto en el De-
creto SEGPRES N° 58/2004, así como en el Decreto MINECON 
N° 90/1996.

Dentro del plazo previsto en el artículo 17 de la Ley N° 18.410, 
Orgánica de la Superintendencia, la empresa imputada evacuó sus 
descargos.

Tras los descargos de la empresa, transcurrió mucho tiempo sin que 
la autoridad fi scalizadora emitiera un pronunciamiento. En efecto, 
solo después de cuatro años, dos meses y veintiocho días desde la 
fecha de presentación de dichos descargos, la autoridad dio a cono-
cer su veredicto. Lo hizo a través de su Resolución N° 170 de fecha 
30 de enero de 2009, en la que decidió aplicar a la empresa una 
multa de cincuenta Unidades Tributarias Mensuales.

En contra de la señalada resolución, el afectado dedujo el recurso 
o acción de reclamación previsto en el artículo 19 de la Ley N° 
18.410, ante la Corte de Apelaciones de Santiago. El reclamo se 
fundó, principalmente, en la excesiva tardanza de la Superintenden-
cia en pronunciarse acerca de los descargos formulados, en tiempo y 
forma, por la empresa.

Argumentó la reclamante que el artículo 17 de la Ley N° 18.410 es 
claro en señalar que tras haberse evacuado los descargos, la autori-
dad fi scalizadora disponía de un plazo de treinta días para dictar su 
resolución, el que fue manifi estamente incumplido.

Agregó la empresa, citando e invocando doctrina y jurisprudencia, 
tanto judicial como administrativa, que las sanciones administrativas 
serían asimilables a las faltas del Derecho Penal, resultando aplicables 
a aquellas el mismo plazo de prescripción de seis meses que a estas. 
En este caso particular, dicho plazo estaría sobradamente cumplido a 
consecuencia de la larga inactividad de la Administración en resolver 
los descargos que oportunamente le habían sido presentados.

Por último, haciéndose cargo del fondo del asunto, la reclamante 
negó su responsabilidad en los hechos denunciados, esgrimiendo 
antecedentes fácticos y jurídicos que no es del caso reproducir.
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En la parte petitoria del reclamo, la empresa afectada solicitó a la 
Corte dejar sin efecto la multa, y en subsidio, rebajar prudencial-
mente su monto.

Por su parte, la Superintendencia pidió el rechazo del reclamo. En 
lo que interesa para los efectos de este comentario, la autoridad 
argumentó que los plazos de prescripción previstos en el Código 
Penal, por ser de derecho estricto, no serían aplicables en materia 
sancionadora. Agregó que aceptar el criterio de la reclamante podría 
derivar en que graves transgresiones a la normativa podrían quedar 
impunes.

Finalmente, sostuvo que aplicar las normas de la prescripción penal 
al derecho administrativo sancionador importaría hacer práctica-
mente imposible la función fi scalizadora, por escasez de recursos.

2. EL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA

Con fecha 14 de octubre de 2009, la Octava Sala de la Corte de 
Apelaciones de Santiago dictó sentencia2.

En el considerando 2° de dicho fallo se señala que la resolución 
reclamada corresponde a una sanción administrativa, a la cual le 
resultan aplicables los mismos principios que rigen en Derecho Pe-
nal, por ser aquellas, al igual que las penas, expresión del mismo ius 
puniendi del Estado.

En esa misma línea de razonamiento, se agrega, en el consideran-
do 4°, que no existiendo en la Ley N° 18.410 normas expresas en 
materia de prescripción, ha de acudirse, en forma supletoria, a las 
disposiciones pertinentes del Código Penal.

Tratándose de una falta3, en el considerando 5°, el fallo de primer 
grado concluye que debe aplicarse el plazo de prescripción de seis 

2 Autos sobre reclamación especial regida por la Ley N° 18.410, Ingreso Corte N° 2670-
2009. La sentencia fue pronunciada y suscrita por el ministro señor Juan Manuel Mu-
ñoz, la fi scal Judicial señora Clara Carrasco, y el abogado integrante señor Jorge Lagos 
(redactor). 

3 El fallo no explica por qué las multas administrativas serían asimilables a las faltas 
penales, y no a los crímenes o simples delitos, aun cuando este asunto parece estar de-
bidamente asentado en la jurisprudencia. Véase, entre otras, la sentencia de reemplazo 
dictada por la Corte Suprema con fecha 22 de octubre de 2006, en los autos sobre 
recurso de casación en el fondo Rol N° 1403-2007 (hay dos votos en contra).
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meses, previsto en el artículo 94 del ya mencionado código. Tam-
bién se trajo a colación su artículo 95, en cuanto dispone que el 
referido plazo de prescripción debe contarse desde la comisión del 
hecho ilícito respectivo.

Asentado lo anterior, los sentenciadores de primera instancia 
aterrizaron sus razonamientos al caso concreto, señalando lo si-
guiente:

“Que, según aparece de los documentos de fojas 2, la infracción 
a que se refi ere el reclamo de fojas 37, que está sancionada con 
multa y que debe asimilarse a una falta, se habrían constatado 
por los funcionarios de la Superintendencia el 4 de junio de 
2004 y la formulación de cargos el 7 de octubre de 2004, según 
Ofi cio Ord. N° 5218, siendo contestados el 2 de noviembre del 
mismo año, y resuelto el 30 de enero de 2009, es decir, una vez 
transcurrido en exceso el plazo que la ley contempla para la pres-
cripción de la acción destinada a hacer efectiva la responsabili-
dad contravencional”4.

En función de lo anterior, y atendida la inactividad de la Super-
intendencia por más de cuatro años, la Corte de Apelaciones con-
cluyó que el reclamo debía ser acogido. Así fi nalmente lo dispuso, 
dejándose sin efecto la multa impugnada, por prescripción5.

3. BREVES ALCANCES ACERCA DEL FALLO DE 
PRIMERA INSTANCIA

Aunque no es el objeto de este comentario, aprovechamos la oca-
sión para manifestarnos de acuerdo con el razonamiento de la Cor-
te, según el cual las sanciones administrativas y las sanciones pena-
les son expresiones del mismo ius puniendi estatal, rigiéndose unas 
y otras por los mismos principios. Trátase de un asunto vastamente 

4 Considerando 6° de la sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, de 14 de oc-
tubre de 2009.

5 Llama la atención que la Corte de Apelaciones haya resuelto eximir a la autoridad 
recurrida del pago de las costas, esgrimiendo que tuvo “motivo plausible para litigar”. 
Cuesta entender dicha decisión a la luz de los categóricos razonamientos del fallo y de 
los más de ¡cuatro años! que transcurrieron sin que la autoridad emitiera pronuncia-
miento alguno, manteniendo al particular fi scalizado sumido en la más absoluta incer-
tidumbre acerca del destino de sus descargos.
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desarrollado por nuestros autores6 y jurisprudencia (tanto judicial7 
como administrativa8), que hoy por hoy, podría decirse que se en-
cuentra debidamente asentado.

En efecto, pareciera ya no existir mayor discusión, salvo ciertos 
matices, en cuanto a que los principios y normas del Derecho Penal 
–muchos de ellos plasmados en el Código Penal y otros, incluso, en 
la Constitución–, son aplicables al derecho administrativo sancio-
nador, en ausencia de norma expresa en contrario.

Por esa razón, concordamos con el fallo de primera instancia en 
aquella parte en que concluye que los plazos de prescripción del 
Código Penal –y particularmente el de seis meses previsto para las 
faltas–, son aplicables al ejercicio de la potestad sancionadora de la 
Administración.

En lo que discrepamos, sin embargo, es que la prescripción haya 
sido efectivamente aplicable al caso concreto, esto es: que efectiva-
mente, en esa situación en particular, haya transcurrido el plazo de 
prescripción de seis meses.

Por el contrario, pareciera resultar claro, a la luz de los anteceden-
tes consignados en el propio fallo, que la Administración no dejó 
transcurrir dicho plazo de prescripción.

Para fundamentar lo anterior, permítasenos aclarar que en ma-
teria de derecho sancionador, la prescripción comienza a correr, 
por regla general, en la fecha en que se comete la infracción, y se

6 Véanse, entre otros: Cury Urzúa, Enrique, Derecho Penal. Parte General, Tomo I 
(Ed. Jurídica de Chile, 2ª edición actualizada, Santiago, 1999), pp. 72 y ss; Alcalde 
Rodríguez, Enrique, Los Principios Generales del Derecho (Ed. Universidad Católica 
de Chile, 1ª edición, Santiago, 2003), p. 224; y Navarro Beltrán, Enrique, “Notas 
sobre Potestad Sancionatoria de la Autoridad Administrativa y Principio de Legali-
dad”, en Revista de Derecho Público, Vol. 67 (Ed. Departamento de Derecho Público 
de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, Santiago, 2005), pp. 118-128.

7 En lo que respecta a la jurisprudencia de la Corte Suprema, véase, entre otras, la sen-
tencia de 3 de agosto de 2009, recaída en los autos Rol N° 3283-2009. El Tribunal 
Constitucional también se ha pronunciado en este sentido. Consúltese, entre otros, su 
fallo Rol N° 479-2006, de fecha 8 de agosto de 2006.

8 Véanse, entre otros, los Dictámenes N°s 34.407 de 2008, 28.226 de 2007 y 14.571 de 
2005.
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interrumpe merced a la formulación de cargos por parte de la auto-
ridad9-10.

Es decir, para interrumpir la prescripción basta que la autoridad 
formule –y notifi que– los “cargos” al particular presuntamente in-
fractor, y no necesariamente que dicte la resolución sancionadora.

En este caso concreto, los cargos parecen haber sido oportunamente 
formulados, dentro de los plazos de prescripción, pues ellos fueron 
dictados con fecha 7 de octubre de 2004, y notifi cados poco tiempo 
después, en circunstancias que la presunta infracción habría sido 
cometida alrededor de cuatro meses antes, el 4 de junio de ese año.

Por eso es que estimamos que al acoger la prescripción, la Corte de 
Apelaciones incurrió en una equivocación. A nuestro juicio, la ac-
tuación de la Superintendencia recurrida no era atacable en aplica-
ción de dicho instituto, sino en razón de otros principios y normas 
que a continuación nos proponemos descubrir.

4. ALGUNAS CONSIDERACIONES ACERCA DE LOS 
EFECTOS DE LA DEMORA DE LA ADMINISTRACIÓN EN 

EL DERECHO ADMINISTRATIVO CHILENO

Por regla generalísima, los plazos del procedimiento administrativo, 
en lo que respecta al ejercicio de las facultades que competen a la 
Administración, no son fatales. Esto quiere decir que el solo trans-
curso del plazo no extingue, necesariamente ni ipso jure, la facultad 
que dentro del mismo debía ejercerse.

9 Es el criterio aplicado por la Corte Suprema, entre otras, en su sentencia de fecha 3 
de agosto de 2009, recaída en los autos Rol N° 3283-2009, justamente en el marco de 
una reclamación dirigida en contra de la Superintendencia de Electricidad y Combus-
tibles. Se expresa en su considerando 4°: “Que tanto la fecha en que la Superintendencia 
de Electricidad y Combustibles tomó conocimiento de las infracciones como la de la respec-
tiva formulación de cargos –que dio inicio al procedimiento de fi scalización por parte de 
aquella– están bien determinadas, y entre ambas, transcurrió más de seis meses”. Y se agre-
ga en el motivo 5°: “Que, en consecuencia, corresponde acoger la excepción de prescripción 
opuesta por la reclamante, Empresa Eléctrica de Aysén S.A., al encontrarse extinguida la 
responsabilidad infraccional con respecto a los hechos que se identifi can en el considerando 
tercero del fallo en alzada”.

10 Respecto de los diversos problemas que se plantean en relación a la forma como deben 
computarse los plazos de prescripción de los ilícitos administrativos, véase: Nieto, 
Alejandro, Derecho Administrativo Sancionador (Ed. Tecnos, 4ª edición, Madrid, 
2005), pp. 542 y ss.
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En nuestro medio se ha usualmente entendido que la infracción 
de los plazos por parte de un órgano administrativo, solo acarrea la 
responsabilidad disciplinaria del funcionario respectivo, pero jamás 
podría arriesgar la plena efi cacia del acto que se hubiera dictado, 
aun después de transcurridos los plazos legales.

Esto quiere decir que el particular afectado por la dictación de un 
acto administrativo tardíamente dictado, debería conformarse con 
pedir sanciones disciplinarias para el funcionario infractor, quedan-
do atado de manos para reclamar la nulidad de dicho acto en razón 
del mencionado defecto.

Entre quienes se han pronunciado en este sentido, encontramos a 
CALDERA DELGADO, quien razona: “Las potestades que la ley 
otorga a la Administración para cumplir sus fi nes no pueden estar 
limitadas a plazos fatales, los cuales impidieran que aquella pudiera 
ejercer sus atribuciones, luego de transcurrido el término establecido 
por la ley o el reglamento. Si el transcurso del plazo impidiera a la 
Administración cumplir sus cometidos se causaría un grave perjuicio al 
interés general que exige cada vez que sea necesario que la Administra-
ción ejerza sus atribuciones legales para proveer adecuada y oportuna-
mente a la satisfacción de las necesidades colectivas… La Administra-
ción debe ejercer sus funciones de manera oportuna, continua, efi ciente, 
efi caz y de acuerdo al ordenamiento jurídico. Cuando alguno de estos 
deberes se infringe se generan responsabilidades, sin perjuicio del deber 
de actuar oportuna y regularmente, deber que será siempre exigible. 
Por ello cuando no se ha actuado oportunamente, dentro del plazo fi -
jado por la ley, existe responsabilidad administrativa y subsiste el deber 
jurídico de ejecutar la acción omitida, no desarrollada dentro del plazo 
establecido”11.

Lo propio ha sido resuelto por la Contraloría General de la Repú-
blica: “En relación a no haberse realizado el proceso califi catorio en 
tiempo y forma, este ente fi scalizador debe mencionar que no constituye 
un vicio de procedimiento, toda vez que según lo resuelto por la juris-
prudencia, los plazos para las autoridades administrativas no tienen 
el carácter de fatales, lo que signifi ca que pueden válidamente realizar 
una actuación más allá del término señalado por la ley para tales fi nes, 

11 Caldera Delgado, Hugo, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I (Ed. Parla-
mento, 1ª edición, Santiago, 2001), pp. 194-195.



245Inefi cacia de multa por demora excesiva... / Alejandro Parodi Tabak

sin perjuicio de las responsabilidades funcionarias que pudieran origi-
narse por esa causa”12.

Nos permitimos discrepar de tan autorizadas opiniones. A nuestro 
juicio, en un Estado de Derecho en que la Administración está con-
dicionada por el ordenamiento jurídico, no resulta aceptable, sin 
más, que un acto que ha sido dictado con total y absoluto desprecio 
a los plazos que el órgano tenía para expedirlo, pueda ser tan válido 
como uno dictado en forma oportuna.

Los plazos ciertamente están establecidos por el legislador –o incluso 
por el Constituyente–, para cumplir con una determinada fi nalidad, 
cuya consecución no puede quedar sujeta al puro y mero arbitrio de 
la Administración. Las potestades, recordemos, constituyen poderes 
jurídicos fi nalizados13, predeterminados por el legislador, entre otros 
elementos, precisamente en cuanto a la oportunidad en que deben 
ser ejercitadas y al fi n que debe perseguirse con su ejercicio14.

Por eso es que necesariamente ha de existir, en nuestro ordena-
miento jurídico, un efecto a la infracción a tales plazos, más allá de 
las simples medidas disciplinarias que puedan imponerse a su autor. 
El sentido común nos inclina a pensar de esa manera. Lo que resta 
es encontrar los argumentos jurídicos que así lo sustentan, y que 
permitan afi rmar que la demora excesiva de la Administración, en 
el marco de un procedimiento sancionatorio, produce la inefi cacia 
del acto tardíamente dictado.

5. EL “SILENCIO ADMINISTRATIVO”

Partamos por buscar una solución en las normas sobre silencio ad-
ministrativo. Parece ser un buen punto de partida, pues los más de 
cuatro años que se tomó la Superintendencia antes de dictar la reso-
lución de multa, son claramente constitutivos de un largo silencio.

Como su nombre lo sugiere, el silencio administrativo se confi gura 
y opera cuando la Administración ha dejado transcurrir los plazos 

12 Dictamen N° 16.602 de 2004. 
13 Véase, Soto Kloss, Eduardo, Derecho Administrativo. Temas Fundamentales (Ed. 

LegalPublishing, 1ª edición, Santiago, 2009), p. 125. Este connotado autor nacional 
defi ne la potestad como “un poder jurídico fi nalizado en benefi cio de un tercero”.

14 Véase, Soto Kloss, Eduardo, Derecho Administrativo. Bases Fundamentales, Tomo 
II (Ed. Jurídica de Chile, 1ª edición, Santiago, 1996), p. 54. 
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que tenía para dictar un determinado acto, y no lo hubiera hecho, 
siendo intimada a hacerlo. En esos casos, la ley “suple” la inactivi-
dad de la Administración –la falta de un acto expreso–, con un acto 
“presunto”, que puede signifi car una de dos cosas: que se acoge la 
solicitud no resuelta, o que se la rechaza.

Sin perjuicio de que existen otros cuerpos legales especiales que 
contemplan casos de silencio administrativo15, este instituto se en-
cuentra regulado en la Ley N° 19.880, normativa que tiene aplica-
ción general y supletoria para todo procedimiento administrativo16. 
Sus artículos 64 y 65 regulan en qué casos el silencio debe enten-
derse “positivo” –que se acoge la solicitud pendiente–, y en qué 
otros “negativo” –que se la deniega–.

En ambos casos, el particular afectado por la demora de la Admi-
nistración recibe una protección. En el caso del silencio positivo, 
ni más ni menos que porque se le otorga o concede lo que había so-
licitado. Y en el caso del negativo, porque aun cuando su solicitud 
no hubiera sido acogida, al menos adquiere la posibilidad de recu-
rrir en contra del “acto presunto” ante la judicatura17.

6. INSUFICIENCIA E INAPLICABILIDAD DE LAS NORMAS 
QUE REGULAN EL “SILENCIO ADMINISTRATIVO” EN 
MATERIA DE PROCEDIMIENTOS SANCIONATORIOS

Como se desprende de las disposiciones pertinentes de la Ley N° 
19.880, la normativa sobre “silencio administrativo” discurre sobre 
la existencia no de un procedimiento administrativo cualquiera, 
sino que de uno en particular: el que ha sido iniciado por la “solici-
tud” de un interesado.

15 Entre otros, la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en su artículo 140, y 
el Decreto Ley N° 3538, que contiene la ley orgánica de la Superintendencia de Valo-
res y Seguros, en su artículo 45.

16 Así lo dispone su artículo 1°: “La presente ley establece y regula las bases del procedimien-
to administrativo de los actos de la Administración del Estado. En caso de que la ley esta-
blezca procedimientos administrativos especiales, la presente ley se aplicará con carácter de 
supletoria”.

17 La efi cacia protectora del silencio administrativo ha sido fuertemente cuestionada por 
la doctrina. Véase, Cordero Vega, Luis, El Procedimiento Administrativo (Ed. Lexis-
Nexis, 1ª edición, Santiago, 2003), pp. 153 y ss.
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En efecto, de acuerdo al artículo 64, el presupuesto básico para la 
aplicación del silencio positivo, es que haya “transcurrido el plazo 
legal para resolver acerca de una solicitud que haya originado un 
procedimiento…”. Luego, esa misma norma agrega que el efecto 
consiste en que “la solicitud del interesado se entenderá aceptada”.

Lo propio ocurre en el caso del silencio negativo, al disponerse en 
el artículo 65, “que se entenderá rechazada una solicitud que no sea 
resuelta dentro del plazo legal cuando ella afecte el patrimonio fi scal”.

Parece claro, entonces, que las normas sobre “silencio administrati-
vo” no se aplican a todo procedimiento –como habría de esperarse 
dado el amplio campo de aplicación que tiene la Ley N° 19.880 de 
acuerdo a lo manifestado en sus artículos 1° y 2°–, sino que única-
mente a aquellos que hayan sido iniciados por solicitud de parte 
interesada. Quedan excluidos, por lo tanto, los procedimientos que 
se inician de ofi cio por la Administración18.

Esta distinción entre procedimientos iniciados a solicitud de parte, 
y procedimientos iniciados de ofi cio, se desprende del artículo 28 
de la Ley N° 19.880, que dispone: “Los procedimientos podrán ini-
ciarse de ofi cio o a solicitud de parte”. En relación con estos últimos, 
el artículo 30 establece los requisitos que debe contener la respecta 
solicitud, entre los cuales se encuentran los “hechos, razones y peti-
ciones en que consiste la solicitud”.

Las anteriores precisiones nos permiten concluir que las normas 
sobre silencio administrativo que se contienen en la Ley N° 19.880, 
no son aplicables a un procedimiento sancionador como el que nos 
ocupa. Y es que un procedimiento de esa naturaleza se inicia “de 
ofi cio” por la Administración19, a través de la formulación de car-
gos, y claramente no por iniciativa o solicitud del imputado.

En consecuencia, llevando estos razonamientos al caso concreto que 
nos ocupa, puede afi rmarse que la empresa distribuidora imputada, 
no tenía en las normas sobre silencio administrativo una herramien-

18 De acuerdo al artículo 29 de la Ley N° 19.880, “los procedimientos se iniciarán de ofi cio 
por propia iniciativa, como consecuencia de una orden superior, a petición de otros órganos 
o por denuncia”.

19 El procedimiento que se inicia por “denuncia” de un tercero, se considera para todos 
los efectos legales como iniciado “de ofi cio” por la Administración, por aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley N° 19.880, citado en la nota al pie precedente.
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ta de defensa frente a la excesiva demora en que la Administración 
había incurrido. Por lo tanto, antes de que fuera dictado el acto 
sancionador (el “acto expreso”) que se impugnó ante la judicatura, 
la empresa jamás estuvo en posición de exigir la aplicación de tales 
normas, para entender resuelto el asunto a través de un “acto pre-
sunto”.

Dicho lo anterior, aprovechamos la ocasión para advertir que hay 
aquí una omisión legislativa que esperamos que el legislador supla 
en el futuro cercano, extendiendo la aplicación de las normas so-
bre silencio administrativo a otro tipo de procedimientos, como 
el sancionador. Sería aconsejable, a nuestro juicio, que por vía 
de una reforma legal, se regularan los efectos de la demora en un 
procedimiento sancionador, disponiéndose, por ejemplo, que si 
transcurre un determinado plazo sin que la Administración dicte 
resolución terminal y definitiva, habiendo sido requerida a hacer-
lo, se entienda absuelto al imputado de los cargos formulados en 
su contra20.

7. LA SOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA

Páginas atrás nos planteamos un desafío muy concreto: descubrir de 
qué manera y en base a qué argumentos podría alegarse la inefi cacia 
de un acto administrativo que fuera expedido una vez transcurrido, 
en exceso, el plazo que el respectivo órgano tenía para dictarlo.

Hemos visto que la doctrina tradicional no ofrece ninguna solución 
–ya que suele entenderse que la infracción de los plazos solamente 
conlleva la responsabilidad disciplinaria del funcionario–, y que 
las normas sobre “silencio administrativo” contenidas en la Ley 
N° 19.880, tampoco constituyen un remedio.

20 Otra alternativa sería consagrar, a nivel legal, el concepto de “caducidad del procedi-
miento administrativo”, por demora de la Administración. En España, el artículo 44 
de la Ley de Procedimiento Administrativo Común, tras la modifi cación introducida 
en el año 1999, lo consagra en los siguientes términos: “En los procedimientos iniciados 
de ofi cio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notifi cado 
resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal, 
produciendo los siguientes efectos: 1. En los procedimientos en que la Administración ejer-
cite potestades sancionadoras o, en general, de intervención susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos la resolución que 
declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones”.
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El fallo de la Corte Suprema objeto de este comentario sí nos ayu-
da en la tarea planteada, ya que justamente proporciona argumen-
tos para sostener que de acuerdo al ordenamiento jurídico nacio-
nal, es inefi caz una multa impuesta por la Administración, cuando 
esta ha incumplido, en forma manifi esta, los plazos que tenía para 
cursarla.

A continuación analizaremos dicho fallo.

Lo primero que cabe destacar es que el máximo tribunal dejó sin 
efecto los considerandos de la sentencia en alzada –dictada por la 
Corte de Apelaciones–, que acogían la reclamación de la empresa 
afectada en aplicación de las normas sobre prescripción.

No podemos sino concordar con tal decisión. Y es que según ya se 
expuso, la Corte de Apelaciones incurrió en un error al acoger la 
prescripción, toda vez que los cargos fueron notifi cados al imputa-
do, antes de que transcurriera el plazo de seis meses contado desde 
la fecha de ejecución del supuesto hecho ilícito. Operó oportuna-
mente, entonces, la interrupción de la prescripción.

Despejado lo anterior, la Corte Suprema inició su propio análisis, 
dejando constancia, desde un inicio, de algo que resulta evidente 
para cualquiera: que el plazo de cuatro años, dos meses y veintiocho 
días que la Superintendencia dejó transcurrir sin resolver los car-
gos de la empresa imputada, “excede todo límite de razonabilidad”. 
Agregó que ello contraría, además, diversos principios del Derecho 
Administrativo, que son obligatorios para la Administración y que 
tienen consagración legislativa.

7.1. Principios que resultan vulnerados por el retardo de la Ad-
ministración

a) El principio del debido proceso

Expresó la Corte Suprema que “la tardanza inexcusable de la Super-
intendencia de Electricidad y Combustibles afectó… el principio del 
debido proceso, pues resulta indudable que para que nos encontremos 
ante un procedimiento racional y justo la sentencia debe ser oportuna”.

Lo anterior está al margen de toda duda. Una resolución tardía y 
extemporánea claramente infringe garantías básicas de un debido 
proceso, el que exige, por el contrario, que la resolución sea dictada 
en un plazo razonable.
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Así lo considera la doctrina. Por ejemplo, el profesor Evans de la 
Cuadra, tras revisar las discusiones suscitadas al interior de la Co-
misión de Estudio de la Nueva Constitución, concluye que entre 
los elementos que constituyen el debido proceso, está el que la “sen-
tencia sea dictada en un plazo razonable” 21.

Interesante resulta destacar que la Corte Suprema haya aplicado 
el principio del debido proceso a un procedimiento de naturaleza 
administrativa. Recordemos que esa garantía no solo es aplicable 
a los procedimientos judiciales, sino también a los de naturaleza 
administrativa. La expresiones “sentencia” y “órgano que ejerce ju-
risdicción”, empleadas en el artículo 19 N° 3, inciso quinto, de la 
Constitución, deben entenderse en forma amplia, referidas a toda 
autoridad que en el ejercicio de sus funciones pueda afectar los 
derechos de las personas22. La Corte Suprema así lo entendió, apli-
cando las garantías básicas del debido proceso al campo de los pro-
cedimientos administrativos de naturaleza sancionadora.

Interesante resulta también resaltar que nuestro máximo tribunal 
haya iniciado su análisis teniendo en cuenta lo que la Constitución 
dice y dispone con respecto al caso concreto, forma de razonar que 
ciertamente contribuye a fortalecer nuestro Estado de Derecho y a 
la plena vigencia de los principios de efi cacia directa y supremacía 
constitucional23.

b) Los principios de efi cacia y efi ciencia administrativa

Nuestro máximo tribunal también consideró infringidos los princi-
pios de “efi cacia” y “efi ciencia” administrativa. Dichos principios, 
tal como se consigna en el fallo, se encuentran consagrados en 
diversas disposiciones de la Ley Orgánica Constitucional de Bases 
Generales de la Administración del Estado; entre ellas, sus artículos 
3, 5, 11 y 53.

Aparte de mencionar tales principios y de citar, en lo pertinente, las 
normas legales que los consagran, la Corte no ahondó en su signi-

21 Evans de la Cuadra, Enrique, Los Derechos Constitucionales, Tomo II (Ed. Jurídica 
de Chile, 3ª Edición actualizada, Santiago, 2004), p. 144.

22 Ibídem, p. 143.
23 Véase nuestro trabajo: Parodi Tabak, Alejandro, “La solución constitucional de un 

confl icto de hermenéutica legal”, en Sentencias Destacadas 2008 (Ed. Libertad y Desa-
rrollo, Santiago, 2009), pp. 279-308.
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fi cado ni contenido, para explicar el porqué resultaron vulnerados 
por la tardanza de la Administración. Creemos que esta era una 
oportunidad propicia para hacerlo, habida consideración de que la 
ley no defi ne lo que es “efi cacia” ni “efi ciencia” administrativa.

En todo caso, resulta claro, a nuestro juicio, que dichos principios 
sí resultaron vulnerados. Para el profesor Caldera Delgado, el 
principio de efi ciencia “está relacionado con la idoneidad del personal 
para el desempeño de sus cargos y, también, por la simplifi cación y ra-
pidez de los trámites que deben realizarse para el desarrollo oportuno 
de los cometidos propios del servicio” 24. Por su parte, la efi cacia, no-
toriamente vinculada a la efi ciencia, se diferencia de esta en cuanto 
“mira el resultado global de la gestión desarrollada por el servicio, 
considerando para ello los recursos humanos, la infraestructura y enti-
dad de los bienes utilizados, los recursos fi nancieros empleados y com-
parando el costo global de todos los elementos indicados con el grado 
de satisfacción de las necesidades colectivas, con el volumen de la obra 
efectuada o con el número y características de las prestaciones propor-
cionadas…” 25.

Así, ambos principios apuntan, como dice Brewer-Carías a pro-
pósito de la efi cacia, a satisfacer los fi nes propios procedimiento 
administrativo, “en el menor tiempo posible y con el menor costo posi-
ble” 26. La tardanza en que incurrió la Superintendencia claramente 
resulta contraria a dichos ideales.

c) Los principios de celeridad, conclusivo y de inexcusabilidad

Estos tres principios también se encuentran consagrados en la Ley 
Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administra-
ción del Estado, y resultaron vulnerados por el proceder tardío de la 
Superintendencia.

Según el primero de ellos, la Administración debe hacer “expedito” 
el procedimiento en todos sus trámites. Los más de cuatro años 
que transcurrieron sin que la Superintendencia emitiera pronun-
ciamiento, demuestran que dicha autoridad estuvo lejos de hacer 
“expedito” el procedimiento.

24 Caldera Delgado, Hugo, ob.cit., Tomo I, p. 120.
25 Caldera Delgado, Hugo, ob.cit., Tomo I, p. 120.
26 Brewer Carias, Allan, Principios del Procedimiento Administrativo en América Lati-

na (Ed. Legis, 1ª edición, Colombia, 2003), p. 44.
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En lo que respecta al principio conclusivo, consagrado en el artícu-
lo 8° de la Ley N° 19.880, la Corte Suprema lo estimó vulnerado, 
“pues –la demora de la Superintendencia– desvirtúa el fi n último del 
procedimiento administrativo que consiste en que la Administración 
dicte un acto decisorio que se pronuncie sobre la cuestión de fondo y en 
el cual exprese su voluntad”.

Por último, el máximo tribunal estimó vulnerado el principio de 
inexcusabilidad, según el cual la Administración estará obligada a 
dictar resolución expresa en todos los procedimientos y a notifi car-
la, cualquiera que sea su forma de iniciación. No señaló la Corte los 
motivos concretos por los cuales se habría infringido el principio en 
cuestión, no resultando del todo clara la forma en que dicha infrac-
ción se habría cometido.

En resumidas cuentas, el más alto tribunal de la República con-
cluyó que la tardanza en que había incurrido la Superintendencia, 
importó la vulneración de sendos principios consagrados tanto en 
la Constitución como en la ley.

7.2. ¿Cuál es el efecto o consecuencia jurídica aparejada a la 
vulneración de tales principios?

La Corte Suprema tenía muy claro que los plazos del procedimien-
to administrativo no son fatales para la Administración y que su in-
cumplimiento, en principio, no genera otro efecto que las responsa-
bilidades disciplinarias correspondientes. Es la doctrina tradicional, 
a la que antes hemos hecho referencia.

Sin embargo, la Corte también tenía claro que en este caso concreto 
no se estaba en presencia de un retardo cualquiera, sino que de un 
retardo manifi esto, excesivo e inexcusable, que importaba más que 
un mero incumplimiento de los plazos legales, una vulneración gra-
ve a una garantía constitucional y a un serie de principios del Dere-
cho Administrativo, que tienen expresa consagración legal.

La vulneración a tales principios y garantías necesariamente, según 
la Corte, ha de tener un efecto jurídico en el procedimiento admi-
nistrativo.

Así se razonó en el considerando 4°:

“Que lo anterior signifi ca que no obstante que el plazo de 30 
días establecido en el artículo 17 de la Ley N° 18.410… y el 
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plazo de seis meses mencionado en el artículo 27 de la Ley N° 
19.880… no son plazos fatales, y que en principio su incumpli-
miento solo genera las responsabilidades administrativas corres-
pondientes, la vulneración abierta de los principios señalados en 
los considerandos anteriores ha de tener un efecto jurídico en el 
procedimiento administrativo”.

En concreto, según el máximo tribunal, ese efecto jurídico es el de-
nominado “decaimiento del procedimiento administrativo sancionato-
rio”, esto es, “su extinción y pérdida de efi cacia”.

7.3. El “decaimiento del procedimiento administrativo”

En el párrafo segundo del considerando 5°, se defi ne el decaimiento 
del procedimiento administrativo como “la extinción de un acto ad-
ministrativo, provocada por circunstancias sobrevinientes de hecho o de 
derecho que afectan su contenido jurídico, tornándolo inútil o abierta-
mente ilegítimo”.

La procedencia de dicho instituto está determinada, entonces, por 
lo siguiente: (i) en primer lugar, por el acaecimiento de una cir-
cunstancia sobreviniente, de hecho o de derecho; y (ii) en segundo 
término, porque dicha circunstancia afecte el contenido jurídico del 
acto o del procedimiento, tornándolo ya sea inútil o abiertamente 
ilegítimo.

Para la Corte, el retraso excesivo de la Superintendencia constituye 
un “hecho sobreviniente” que afectó el contenido jurídico tanto del 
procedimiento administrativo sancionador, como también, del acto 
mismo que impuso la sanción, tornándolos a ambos en abiertamen-
te ilegítimos.

Así, en lo que respecta al procedimiento, razonó la Corte en el pá-
rrafo tercero del considerando 5°:

“El elemento de hecho sobreviniente en el caso de autos, es el 
tiempo excesivo transcurrido desde la evacuación oportuna de 
los descargos… hasta la dictación de la Resolución N° 00170 
–de multa– … lo que ha afectado el contenido jurídico del pro-
cedimiento administrativo tornándolo abiertamente ilegítimo, 
produciendo su decaimiento y pérdida de efi cacia, y la extinción 
de los actos administrativos de trámite dictados, siendo por lo 
mismo ilegal el de término que aplicó la sanción administrati-
va”.
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Por su parte, en lo que respecta al acto mismo de la multa, se señaló 
en el considerando 6°:

“Desde otro punto de vista, ha de considerarse que el objeto 
jurídico del acto administrativo, que es la multa impuesta, pro-
ducto del excesivo tiempo transcurrido se torna inútil, ya que 
la sanción administrativa tiene principalmente una fi nalidad 
preventivo-represora, con ella se persigue el desaliento de futuras 
conductas ilícitas similares, se busca reprimir la conducta con-
traria a derecho y restablecer el orden jurídico previamente que-
brantado por la acción del transgresor. Después de más de cuatro 
años sin actuación administrativa alguna, carece de efi cacia la 
sanción, siendo inútil para el fi n señalado, quedando vacía de 
contenido y sin fundamento jurídico que la legitime.

Asimismo, es abiertamente ilegítima, pues, como se expuso, son 
manifi estas las vulneraciones a los principios de derecho adminis-
trativo que se producen con la dilación excesiva e injustifi cada. 
En consecuencia, es ilegal la resolución exenta N° 00170, de 
30 de enero de 2009, de la Superintendencia de Electricidad y 
Combustibles, por decaimiento del procedimiento administrativo 
sancionador”.

7.4. Innovación doblemente destacable

En los inicios de este trabajo planteamos nuestra natural reticen-
cia a aceptar como válida, sin mayores cuestionamientos, aquella 
doctrina según la cual la Administración ejerce válidamente sus 
potestades, aun después de haber transcurrido largamente el plazo 
que tenía para ejercitarlas. En nuestro concepto, tal afi rmación no 
resulta coherente con un Estado de Derecho, en que la actividad 
de la Administración está condicionada por el ordenamiento jurí-
dico, justamente, entre otras cosas, en cuanto a la oportunidad en 
que los órganos estatales deben ejercer las prerrogativas de que se 
encuentra investidos. A nuestro juicio, los plazos previstos en la ley 
no pueden ser concebidos como meros “consejos” para la Adminis-
tración.

La Corte Suprema también lo entendió así, y como hemos visto, 
en aplicación del instituto denominado “decaimiento del procedi-
miento administrativo”, dejó sin efecto una multa que había sido 
cursada tardía y extemporáneamente.
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Este fallo representa una doble innovación. Primero, en cuanto 
desmitifi có esa suerte de “dogma” que por años ha rondado en 
nuestro medio, según el cual los actos dictados en forma tardía solo 
acarrean la responsabilidad disciplinaria de su autor. Y segundo, en 
cuanto al recurso y línea argumental de que se valió la Corte para 
fundamentar la inefi cacia de la multa impugnada: la fi gura del “de-
caimiento del procedimiento administrativo”.

Detengámonos por un momento en este último instituto.

Lo primero a destacar, es que, salvo por contadas excepciones, la 
fi gura del “decaimiento” no ha sido desarrollada por la doctrina na-
cional. Es más, autores de la talla de Silva Cimma, consideran que 
se trata de “una teoría del todo irrelevante” 27.

Sus palabras son particularmente duras: “La teoría del decaimiento, 
a nuestro modesto juicio, no es otra cosa que un espejismo sin mayor 
asidero; no es más que una falacia jurídica. ¿Por qué? Porque dentro 
de nuestra concepción no se puede concebir que esto sea una modalidad 
especial de extinción del acto administrativo. Y no aceptamos este es-
pejismo que la doctrina uruguaya y argentina lucubran sobre el decai-
miento y que ha sido trasplantado a algunos casos de nuestro Derecho 
Administrativo, porque no tiene ninguna validez ni en lo que se refi ere 
a la teoría ni a la práctica de nuestro ordenamiento positivo” 28.

Caldera Delgado, por su parte, si bien reconoce y acepta como 
válido el concepto de “decaimiento”, circunscribe su aplicación a 
un tipo específico de actos administrativos: los de carácter general 
o permanente. Expresa este tratadista que el decaimiento “cons-
tituye una forma de extinción de los efectos del acto administrativo 
que se produce respecto de un acto de carácter general o permanente, 
cuando, por cambios operados en la realidad social, desaparecen los 
motivos de hecho invocados como fundamento para la dictación del 
acto” 29.

Aunque breve y tangencialmente, Boloña Kelly también se refi ere 
al decaimiento, a propósito de la denominada caducidad de los ac-
tos administrativos. Señala este autor que el decaimiento tiene lugar 

27 Silva Cimma, Enrique, Derecho Administrativo Chileno y Comparado. Actos, contra-
tos y bienes (Ed. Jurídica de Chile, 1ª edición, Santiago, 2001), p. 161.

28 Silva Cimma, Enrique, ob. cit., p. 161.
29 Caldera Delgado, Hugo, ob. cit., Tomo II, p. 121.



Sentencias Destacadas 2009256

cuando se produce “la desaparición superviniente del motivo o causa o 
fundamento” del acto administrativo30.

En nuestra opinión, con prescindencia del nombre que se le quiera 
dar –si el de “decaimiento” o cualquier otro–, resulta más que razo-
nable –casi evidente– sostener que un determinado acto administra-
tivo pueda devenir en inefi caz, a consecuencia de un hecho externo 
que frustra su fi nalidad, que lo torna ilegítimo y que lo hace perder 
sentido.

Pensemos, en este caso, en los distintos actos de trámite que se 
dictaron antes de la resolución fi nal de multa. En la resolución de 
“cargos”, por ejemplo, que dio inicio al procedimiento, o en los di-
versos actos relativos a la prueba que pudo haberse producido en el 
curso del procedimiento.

Según se desprende de los antecedentes consignados en la sentencia, 
cuando tales actos trámite se dictaron, el procedimiento sanciona-
torio, atendido el tiempo que había transcurrido desde la comisión 
del supuesto hecho ilícito, aún era apto para cumplir con su fi nali-
dad propia: reprimir una conducta contraria a derecho; desalentar 
futuras conductas similares; y restablecer el orden jurídico quebran-
tado por la acción del transgresor. Se trataba, en consecuencia, de 
un procedimiento legítimo y apto para cumplir su fi n propio, lo 
que se transmitía a los actos trámite dictados hasta ese momento.

Sin embargo, cuando tras la dictación de esos actos empezaron a 
pasar los meses y los años, sin que la autoridad se pronunciara acer-
ca del fondo de lo discutido, el procedimiento en sí mismo perdió 
sentido. En efecto, tal como sostuvo la Corte, habiendo transcurri-
do cuatro años, dos meses y veintiocho días de su inicio, el procedi-
miento perdió su oportunidad, siendo inútil y estéril para cumplir 
con la fi nalidad prevista por el legislador.

Al frustrase por el paso del tiempo la fi nalidad del procedimiento, 
¿qué ocurre con los actos de trámite dictados en el curso del mis-
mo? ¿Tiene algún sentido defender su efi cacia y vigencia?

Si, como hemos dicho, la legitimidad de los actos trámite arranca 
y se deriva, al menos en parte, de la legitimidad que tiene el pro-

30 Boloña Kelly, Germán, El Acto Administrativo (Ed. LexisNexis, 1ª edición, Santia-
go, 2005), p. 267.
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cedimiento en que se enmarcan, cuando este pierde su legitimidad 
y oportunidad, también se pierde la de aquellos, por la vía conse-
cuencial. Esos actos dejan de servir, pierden su sentido y dejan de 
tener legitimidad, desde el momento en que el procedimiento en 
que se insertan queda desprovisto, a su turno, de esos elementos.

A nuestro juicio, el solo hecho de reconocer que los actos trámite 
pierden legitimidad, basta para concluir que dichos actos devienen 
en inefi caces. Por una razón muy simple: lo ilegítimo no obliga; 
menos en el marco de un Estado de Derecho en que prima la per-
sona sobre el Estado, y en que este es quien está al servicio de aque-
lla31.

En consecuencia, concordamos plenamente con el razonamiento 
de fondo de la Corte Suprema, en cuanto a que si un determinado 
acto administrativo se torna ilegítimo o inútil por causa sobrevi-
niente, se produce su extinción. Y aprovechamos también de aplau-
dir su audacia de innovar en una materia que escasamente había 
sido desarrollada por nuestros autores, contribuyendo, en defi niti-
va, al fortalecimiento del Estado de Derecho.

8. OTRAS VÍAS DISPONIBLES

Sin ánimo de formular crítica, creemos que para dejar sin efecto la 
multa impugnada, existían también otras líneas argumentales, acep-
tadas en nuestro Derecho.

En efecto, partiendo de la base, como sostuvo la Corte, que la mul-
ta aplicada por la Superintendencia era inidónea para cumplir con 
la fi nalidad preventivo-represora que las sanciones administrativas 
tienen –y deben tener–, existen en nuestro ordenamiento jurídico 
otras fi guras que también habrían llevado a concluir acerca de la in-
efi cacia e invalidez de la multa.

Como se sabe, toda potestad tiene un fi n, defi nido por el legislador. 
Para ejercer válidamente dicha potestad, el fi n concreto perseguido 
por la autoridad, a través de la dictación del acto respectivo, debe 
ser coincidente con el fi n de la ley32.

31 Artículo 1° de la Constitución Política de la República.
32 Ciertos autores, tanto en Chile como en el derecho comparado, niegan la existencia 

del “fi n” como elemento de las potestades y de los actos administrativos. Vid., por to-
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Así como la autoridad administrativa, en virtud del principio de juri-
dicidad, no puede adoptar ninguna decisión distinta a las expresamen-
te permitidas por la ley, tampoco puede perseguir con el ejercicio de la 
potestad una fi nalidad distinta de la prevista por el legislador. La suje-
ción a Derecho de parte de la autoridad administrativa es, como diría 
el profesor Soto Kloss, “integral”, sin excepciones33.

Las lecciones de García de Enterría y Fernández resultan par-
ticularmente ilustrativas a este respecto: “Distinto del presupuesto de 
hecho es el fi n que la norma creadora de la potestad asigna a ésta como 
objetivo a perseguir… Al confi gurar la potestad, la norma, de manera 
explícita o implícita, le asigna un fi n específi co… que por de pronto 
es siempre un fi n público…, pero que se matiza signifi cativamente en 
cada uno de los sectores de actividad o institucionales como un fi n espe-
cífi co… El acto administrativo, en cuanto es ejercicio de una potestad, 
debe servir necesariamente a este fi n típico, e incurrirá en un vicio le-
gal si se aparta de él o pretende servir una fi nalidad distinta aun cuan-
do se trate de una fi nalidad pública…” 34.

En este sentido, si la autoridad administrativa, cualquiera que sea, 
ejerce una determinada potestad alejándose o desviándose de la 
fi nalidad que esta tiene con arreglo a la ley, incurre en un defecto 
que acarrea la invalidez del acto de que se trate. Es lo que se conoce 
en doctrina como la nulidad o inefi cacia del acto administrativo 
por “desviación de fi n” o “desviación de poder”.

Como dice Gordillo, “existe desviación de poder toda vez que el fun-
cionario actúa, subjetiva u objetivamente con una fi nalidad… distinta 
de la perseguida por la ley” 35. Precisa este connotado tratadista argen-
tino, que cuando se incurre en este defecto, “el acto está así viciado 
aunque su objeto no sea contrario al orden jurídico” 36. Es decir, aun-
que la autoridad adopte alguna de las medidas concretas que la ley le 

dos, Boloña Kelly, Germán, ob. cit., p. 175. Estamos plenamente conscientes de di-
chas objeciones. Sin embargo, la doctrina mayoritaria, a la cual adherimos, sí reconoce 
y admite la existencia de dicho elemento.

33 Soto Kloss, Eduardo, Derecho Administrativo. Bases Fundamentales, Tomo II (Ed. 
Jurídica de Chile, 1ª edición, Santiago, 1996), p. 24.

34 García De Enterría, Eduardo, et al., Curso de Derecho Administrativo, Tomo I 
(Ed. Civitas, Madrid, 12ª edición, 2004), p. 558.

35 Gordillo, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo (Ed. Fundación de Derecho 
Administrativo, 9ª Edición, Buenos Aires, 2007), p. IX-27.

36 Ibídem, p. IX-28.
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facultad adoptar, el acto estará igualmente viciado, y será inefi caz, en 
razón de no perseguir la fi nalidad prevista por el legislador.

Agrega que existen al menos tres casos típicos de desviación de 
poder; a saber: (i) cuando el funcionario actúa con fi nalidad perso-
nal37; (ii) cuando actúa con la fi nalidad de benefi ciar a un tercero o 
grupo de terceros38; y, (iii) cuando actúa con la fi nalidad de bene-
fi ciar a la Administración o al bien común39. En relación con este 
último, Gordillo señala que se trata de “un caso bastante común y 
si acaso el que más, de desviación de poder. El funcionario, imbuido 
de un erróneo espíritu estatista o de autopreservación, pretende ejercer 
el poder en indebido benefi cio de la administración, del gobierno o del 
Estado; hasta de la sociedad. Puede pues haber desviación de poder con 
respetables fi nes públicos, pero distintos de los contemplados por el orde-
namiento jurídico”40. Pone a continuación un ejemplo, que para los 
efectos de este trabajo resulta particularmente ilustrativo: el de un 
funcionario que “trata de cobrar el mayor número posible de multas, 
no para desalentar el incumplimiento de las normas administrativas, 
sino para obtener fondos para el presupuesto público…” 41.

Llevados estos razonamientos al caso concreto, habría podido con-
cluirse que la multa cursada era inefi caz, justamente en razón de 
que, producto de la inexcusable y excesiva demora de la Superin-
tendencia, dicho acto administrativo no fue idóneo para cumplir 
con la fi nalidad preventivo-represora que las sanciones administra-
tivas tienen, y deben tener, de acuerdo a la ley. La inefi cacia de la 
multa habría resultado, pues, de aplicar el instituto de la nulidad 
por “desviación de poder”.

9. A MODO DE CIERRE

Existen sólidas razones para sostener que los plazos para la Admi-
nistración no son fatales y que, por lo tanto, en principio, la in-
fracción a tales plazos no debiera comprometer la efi cacia del acto 
tardíamente dictado.

37 Ibídem, p. IX-30.
38 Ibídem, p. IX-31.
39 Ibídem, p. IX-32.
40 Ibídem, p. IX-32.
41 Ibídem, p. IX-32.
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Sin embargo, hay casos en que la Administración excede tales pla-
zos en forma tan manifi esta e inexcusable, que pasa a incurrir, más 
que en un mero o simple retardo, en graves infracciones a princi-
pios esenciales de la función administrativa, como son los de efi -
cacia, efi ciencia, celeridad e inexcusabilidad. Esos principios, cabe 
recordar, están consagrados a nivel legal, resultando plenamente 
vinculantes para los órganos de la Administración.

Además, en aquellos casos en que se retarda en forma excesiva el 
ejercicio de las potestades administrativas, puede resultar concul-
cado el derecho constitucional al “debido proceso”, de acuerdo con 
el cual toda persona que tiene interés en la resolución de un pro-
cedimiento administrativo, tiene derecho a obtener una resolución 
dictada en un plazo razonable.

Por último, el retraso excesivo de la Administración puede compro-
meter el cumplimiento de las fi nalidades propias de las potestades 
de que se encuentra investida, lo que torna ilegítimo e inoportuno 
su ejercicio.

En ese tipo de situaciones, en que el retraso de la Administración 
importa mucho más que la simple vulneración que los plazos del 
procedimiento, resulta del todo razonable –por no decir evidente–, 
que los actos dictados tardíamente no pueden ser reconocidos como 
válidos o efi caces. Concluir lo contrario importaría dejar al arbitrio 
de la Administración la decisión de cumplir o no con el ordena-
miento jurídico, y con principios y derechos básicos del mismo, 
cuestión que resultaría insostenible en el marco de un Estado de 
Derecho, regido por el principio de juridicidad.

Así lo entendió la Corte Suprema en un fallo que ciertamente ha 
contribuido a fortalecer nuestro Estado de Derecho.
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